
INICIATIVA QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 4 Y 73 EN MATERIA DE PROTECCIÓN DEL 
AMBIENTE.  

 

Jorge Emilio González Martínez, Jorge Alejandro Jiménez Taboada, Miguel Angel Garza Vázquez, Aurora 
Bazán López, Verónica Velasco Rodríguez y Gloria Lavara Mejía, diputados de la LVII Legislatura del 
honorable Congreso de la Unión, integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, 
con fundamento en los artículos 71 fracción II, 72 y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 31 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y 55 fracción II, 56, 
60 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 
solicitamos se turne a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para su dictamen y posterior 
discusión en el pleno de la Cámara de Diputados de la LVII Legislatura del honorable Congreso de la Unión la 
siguiente iniciativa de ley:  

Exposición de Motivos  

Nunca antes, como ahora, los seres humanos nos habíamos enfrentado a efectos ambientalmente negativos, tan 
graves y profundos, como los que estamos viviendo en la última década del presente siglo.  

A pesar de los avances en las políticas generales y en las legislaciones de los países miembros de la comunidad 
internacional, encaminados a hacer frente a la degradación del ambiente planetario, que han tenido lugar en los 
últimos 25 años, a partir de la Cumbre de la Naciones Unidas sobre Medio Ambiente Humano, celebrada en 
Estocolmo en 1972, la situación real de la problemática es hoy mucho más grave y preocupante que entonces.  

La degradación de los elementos que conforman nuestro entorno material, como lo son el suelo, el aire, el agua, 
los bosques y selvas, la fauna y la flora silvestres es altamente preocupante y ésta es efecto, sin duda, de las 
prácticas productivas y comerciales depredatorias de nuestra civilización, mismas que han provocado 
sobrepasamiento de límites en el equilibrio ambiental, quizá ya irreversibles, que ponen en peligro la 
subsistencia de la humanidad y las demás especies que coexisten con ella en el planeta tierra. Fenómeno del 
cual México no es ajeno.  

Como ejemplo extremo del sobrepasamiento de los límites que han sido mencionados, debemos recordar la 
destrucción de la capa de ozono de la estratosfera, provocada por la utilización indiscriminada, para fines 
industriales de sustancias tales como los clorofluorocarbonos y, el ya aceptado por las naciones industrializadas, 
sobrecalentamiento de la tierra por la emisión de gases de invernadero a la átomos, tales como el dióxido de 
carbono, producto de la quema desmedida de combustibles fósiles.  

Otra gran amenaza se constituye por el uso irracional de los recursos naturales. El agua, elemento esencial para 
la vida, es administrada de manera ineficiente, tanto desde el punto de vista cualitativo, como cuantitativo. El 
derroche excesivo del agua es la causa directa de su escasez, mientras que la creciente contaminación de ríos, 
lagos, mantos freáticos por las filtraciones al subsuelo, provocada principalmente por las actividades 
industriales y agrícolas, convierte con frecuencia al vital liquido en vehículo transmisor de enfermedades 
infecciosas y mutaciones genéticas altamente degenerativas.  

Los efectos adversos de la deforestación son de una gran amplitud. Los bosques y selvas son el hogar de 
muchos pueblos y de muchas especies; cuando los bosques desaparezcan, también desaparecerán sus habitantes 
humanos, animales y vegetales. Los bosques evitan la erosión del suelo y proporcionan uno de los principales 
sistemas naturales de control de las aguas. Al desaparecer los arboles, torrentes de agua fluirán 
descontroladamente por las vertientes montañosas, causando aludes e inundaciones. Finalmente, los arboles 
tienen un papel importante en la estabilización del clima. No obstante ello, durante el presente siglo ha 
desaparecido el 60% de las selvas en el planeta y un 20% de los bosques mundiales.  

En México el problema no es menos dramático, en fechas recientes se han publicado cifras alarmantes, que 
establecen que el país ha pasado de una superficie boscosa original de 1 millón 58 mil kilómetros cuadrados, a 
una de sólo 562 mil 517 kilómetros cuadrados, en la actualidad; es decir, hemos perdido el 47% de la superficie 



total de bosques y selvas del territorio nacional. No obstante ello, la selva de Los Chimalapas, la selva 
Lacandona, las reservas boscosas, Santuario de la Mariposa Monarca y los bosques del norte y otras regiones 
del país continúan siendo objeto de una explotación inmoderada e ilegal.  

Desde la conferencia de Estocolmo, en 1972, hace apenas 25 años, ha desaparecido la quinta parte de las 
especies sobre la tierra y la deforestación, el cambio climático o la sequía amenazan con hacer desaparecer una 
cuantía mayor en las próximas décadas. No obstante ello, se permite, abierta o veladamente, el tráfico de 
especies de flora y fauna silvestres sin control alguno.  

Ante esta compleja realidad ambiental el derecho, como instrumento normativo de la sociedad, juega un papel 
muy importante para la corrección y prevención de los fenómenos que han puesto a la humanidad en situación 
tan crítica. El reconocimiento del derecho a vivir en un ambiente sano y equilibrado no sólo debe constituir la 
manifestación de que el elemento ambiental entre necesariamente en la definición del modelo de sociedad que 
deseamos, sino que también debe ampliar la posibilidad de defensa del entorno mediante el acceso de las 
personas a los diversos mecanismos de defensa, reconocidos por nuestro sistema jurídico. Por ello, las normas 
jurídicas internas, que tienen como finalidad la protección del entorno, no pueden basar su legitimación, 
únicamente, en y por la autoridad del sujeto que las promulgó, sino que, también, deben constituir instrumentos 
efectivos de defensa y desarrollo pleno de este derecho humano.  

Se afinaría que el derecho al ambiente, cuyo objeto último no es sino asegurar la dignidad de las personas, es un 
derecho que manifiesta un ideal y una serie de finalidades que la humanidad, consiente ya de los riesgos que 
para su existencia supone el deterioro del ambiente, se ha propuesto alcanzar. Entre los que debemos ubicar es 
el de alcanzar un modelo de desarrollo que sea capaz de satisfacer adecuadamente las necesidades materiales de 
la población, de una manera equitativa e incluyente, sin comprometer la posibilidad de satisfacer de igual 
manera las necesidades de las generaciones futuras.  

En este sentido, el Partido Verde Ecologista de México, propone que el reconocimiento constitucional como 
garantía individual y social del derecho a vivir en un ambiente sano y equilibrado adecuado para el desarrollo, 
salud y bienestar de la población y que reconozca, asimismo, el derecho de las personas para actuar en su 
defensa, constituye un aspecto prioritario para ser observado por los órganos del Estado mexicano y debe de 
tender al establecimiento claro, dentro de nuestro ordenamiento interno, de que el mismo constituye un interés 
jurídico que debe ser protegido, para traducirse en la incorporación de adecuados mecanismos de participación 
social en la toma de decisiones públicas, especialmente preventivas, que tiendan al mantenimiento del 
equilibrio ambiental que todos necesitamos y den las bases para la sostenibilidad ambiental del desarrollo 
nacional.  

Asimismo, el establecimiento de este derecho en el cuerpo constitucional dará un sustento claro e 
incuestionable para su propia reglamentación, a través de la legislación secundaria, así como de las 
competencias de la Federación, las entidades federativas y los municipios en materia de protección al ambiente 
y la preservación del equilibrio ecológico, mismas que deberán ser ejercidas por las autoridades administrativas 
en beneficio de los titulares del derecho subjetivo público que se confiere.  

La propuesta de elevar a rango constitucional el derecho al ambiente, ha sido acogida por un gran número de 
países en el mundo, desde la v celebración de la Cumbre de Estocolmo en 1972. Países como Perú, Portugal, 
Corea del Sur, Paraguay y Chile, han adaptado textos expresos que así lo reconocen y, en muchos otros, el 
establecimiento de este derecho se ha extraído de la interpretación de sus textos constitucionales o se está 
discutiendo la necesidad de incorporar a este derecho de manera expresa.  

Aunado al reconocimiento constitucional del derecho a vivir en un ambiente sano y ecológicamente 
equilibrado, deben darse los mecanismos jurídicos necesarios para dotar a las autoridades legislativas y 
administrativas de las facultades suficientes para que actúen en concordancia, para la protección del 
mencionado derecho. Así pues, el Partido Verde Ecologista de México, considera necesario, también, el 
reformar la fracción XXIX-G del artículo 73, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a 
efecto de hacerla acorde con el reconocimiento del derecho al ambiente y con nuestro sistema constitucional de 
distribución de competencias y eliminar así, la errónea interpretación que se ha dado a la desafortunada 



inclusión en el texto vigente de la palabra concurrencia, cuando está se refería, de acuerdo a su interpretación 
jurídica integral, a la participación de los tres niveles de gobierno en la materia ambiental.  

Por ello, respetuosamente, los diputados integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de 
México, nos permitimos someterá esta Cámara de Diputados de la LVII Legislatura del Congreso de la Unión, 
la presente Iniciativa de Decreto que adiciona un párrafo quinto al artículo 4 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y el actual párrafo quinto pasa a ser sexto y así sucesivamente con los 
subsecuentes, y se reforma el artículo 73 fracción XXIX-G de la propia Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.  

Artículo único. Se adiciona un párrafo quinto al artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y el actual párrafo quinto pasa a ser sexto y así sucesivamente con los subsecuentes, y se reforma el 
artículo 73 fracción XXIX-G de la propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar 
como sigue:  

Artículo 4............................  

Toda persona tiene derecho a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que sea adecuado para 
su desarrollo, salud y bienestar. El Congreso de la Unión, las legislaturas de los estados y la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal, expedirán leyes que, en el ámbito de las competencias que les reserva esta 
Constitución, garanticen este derecho y definan la forma y los términos en que las autoridades deberán 
asegurarlo, sin perjuicio de las acciones que las personas ejerciten para su defensa y protección.  

Artículo 73............................  

XXIX-G. Para expedir leyes que establezcan la participación del Gobierno Federal, de los gobiernos de los 
estados, de los municipios y del Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de 
protección al ambiente y de preservación y restauración del equilibrio ecológico;  

TRANSITORIOS  

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Segundo. En tanto no se expida la legislación reglamentaria, federal y local, materia del derecho a que se 
refiere el párrafo quinto del artículo 40. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
adicionado mediante el artículo único del presente decreto, continuarán en vigor los ordenamientos relativos, 
siempre que no se opongan a lo establecido en este decreto.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a 16 de octubre de 1997.  

Diputados: Jorge Emilio González Martínez, Alejandro Jiménez Taboada, Miguel Angel Garza Vázquez, 
Aurora Bazán López, Verónica Velasco Rodríguez y Gloria Lavara Mejía. 


